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Magistrado ponente: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Bogotá D.C., quince (15) de julio de dos mil veintidós (2022)
Radicado número:

11001-03-15-000-2022-02896-00
Accionante:

Erly Viviana Calderón Velásquez
Accionados:

Rama Judicial, Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa; Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Santa Marta y Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones.
Referencia: 
Acción de tutela – Auto decreta pruebas de oficio 
AUTO DE PRUEBAS 
I.ANTECEDENTES

1.1. Erly Viviana Calderón Velásquez presentó solicitud de tutela, por medio de apoderado judicial
, en la que deprecó el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad, al mínimo vital, al trabajo, a la integridad personal, a la seguridad social, a la salud y a la vida, que consideró vulnerados con ocasión de la falta de respuesta al escrito que radicó el 6 de abril de 2022, dirigido a la Rama Judicial, Consejo Superior de la Judicatura, Sala  Administrativa y la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Santa Marta, en el que solicitó copia del acto administrativo que la separó de su cargo, entre otros documentos. 

Adujo que, el acto administrativo mencionado no le ha sido notificado y que no cuenta con servicios de seguridad social por estar desafiliada, lo que le ha generado inconvenientes para acceder a la atención médica que requiere, dada su condición de invalidez, y en la gestión para obtener el reconocimiento de su pensión ante la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones. 
1.2. Luego de agotado el respectivo trámite de admisión y contestación de la tutela, el Despacho del magistrado ponente sometió el proyecto de fallo a discusión en la Sala que se llevó a cabo el 8 de julio de 2022. Sin embargo, en esa oportunidad, la Subsección consideró necesario decretar pruebas de oficio para dar claridad respecto de los hechos relacionados con la garantía del derecho a la salud de la señora Calderón Velásquez.
II.CONSIDERACIONES

2.1 La acción de tutela fue concebida como un mecanismo de carácter excepcional, para evitar la amenaza o vulneración de un derecho constitucional fundamental y entre sus características se cuentan su naturaleza residual y subsidiaria, por lo que, su procedencia está limitada a determinar la vulneración de los derechos fundamentales invocados por el accionante respecto de una posible agresión proveniente de una autoridad judicial, sin que ello implique dirimir la controversia que le corresponde al juez natural de la causa. 

No obstante, la Corte Constitucional ha indicado que, a pesar de la naturaleza informal de la acción de tutela, es necesario que los jueces corroboren los hechos que dan cuenta de la vulneración del derecho fundamental invocado
 y estableció que el tutelante tiene la carga de probar los hechos enunciados
, sin que existan situaciones en las que la carga de la prueba se deba invertir por las condiciones de indefensión en las que se encuentre el peticionario, esto, sin desconocer el carácter subsidiario y residual propios de la referida acción constitucional.
En ese orden, respecto de las pruebas de oficio, dicha Corporación “ha respaldado su legitimidad e incluso sostenido su necesidad, partiendo de la idea de que la búsqueda de la verdad es un imperativo para el juez y un presupuesto para la obtención de decisiones justas. Tal potestad no debe entenderse como una inclinación indebida de la balanza de la justicia para con alguna de las partes, sino como “un compromiso del juez con la verdad, ergo con el derecho sustancial”. El decreto oficioso de pruebas no es una mera liberalidad del juez, es un verdadero deber legal. De acuerdo a esta Corporación, el funcionario deberá decretar pruebas oficiosamente: (i) cuando a partir de los hechos narrados por las partes y de los medios de prueba que estas pretendan hacer valer, surja en el funcionario la necesidad de esclarecer espacios oscuros de la controversia; (ii) cuando la ley le marque un claro derrotero a seguir; o (iii) cuando existan fundadas razones para considerar que su inactividad puede apartar su decisión del sendero de la justicia material; (iv) cuidándose, en todo caso, de no promover con ello la negligencia o mala fe de las partes”
.
2.2. Ahora bien, conforme al artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, el juez constitucional que conozca de la impugnación podrá, de oficio o a petición de parte, ordenar la práctica de pruebas que considere indispensables para corroborar las razones y argumentos esgrimidos por las partes, de manera tal que logre el convencimiento para proferir fallo
. 
2.3. En el caso concreto, la señora Erly Viviana Calderón Velásquez manifestó que el 24 de noviembre de 2014 sufrió un evento cerebro vascular hemorrágico (ECVH) que le produjo “hemiparesia y trastorno de la memoria”, además de otras patologías y afecciones a su salud, cuyas incapacidades fueron asumidas por su EPS y Fondo de Pensiones. 
Indicó que asistió a consulta médica y le informaron que su empleador retiró su afiliación a los servicios de salud y pensión, por lo que, dadas las circunstancias, no ha podido acceder al tratamiento médico que requiere por no estar afiliada al sistema de seguridad social y, por otro lado, que padece la incertidumbre respecto al reconocimiento de su pensión.
2.4. Por lo expuesto, es deber del juez constitucional vincular a todas aquellas personas que podrían verse afectadas con la decisión de fondo que resuelva la acción de tutela, so pena que se configure una nulidad, y que se asegure de que se efectúen las notificaciones de rigor que garantizan los derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa de todos los sujetos procesales
.
Así las cosas, en atención a que cualquier decisión que se tome al interior de esta acción podría afectar a la E.P.S. Coomeva – En Liquidación en relación con el derecho a la salud de la accionante, el Despacho ordenará su vinculación al presente trámite constitucional para garantizar sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa.
2.5 Por otro lado, en consideración a lo discutido por la Sala el 8 de julio de 2022, con el propósito de establecer si, en efecto, la accionante se encuentra en condición de vulnerabilidad en virtud de su estado de salud, es necesario decretar, de oficio, las siguientes pruebas: 
2.5.1. Solicitar a la E.PS. Coomeva que envíe con destino a este Despacho: 
· Concepto médico, historia clínica o documento homólogo correspondiente, en el que conste el diagnóstico y el tratamiento indicado a la señora Erly Viviana Calderón Velásquez, identificada con numero de cedula 31.721.787. 

· Certificado de afiliación actualizado de la señora Erly Viviana Calderón Velásquez, identificada con número de cédula 31.721.787, en el que conste el empleador, y la fecha de afiliación y de retiro, de ser el caso. 

2.5.2. Solicitar a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Santa Marta que indique a este Despacho:
· Si existe o existió relación laboral entre la señora Erly Viviana Calderón Velásquez y la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Santa Marta.
· Si realiza o realizó pagos al Sistema de Seguridad Social, específicamente por salud y pensión, a favor de la señora Erly Viviana Calderón Velásquez, y, de ser del caso, las respectivas razones de la desafiliación. 

Además, que envíe con destino a este Despacho los documentos que respalden las manifestaciones a que hubiere lugar, en virtud del numeral anterior.

En mérito de lo expuesto, el suscrito magistrado ponente, 
RESUELVE 
PRIMERO: VINCULAR a la presente acción a la Entidad Promotora de Salud Coomeva E.P.S.- En liquidación, como tercero con interés. En consecuencia, se ordena a la Secretara General del Consejo de Estado que notifique el presente proveído, así como, el auto admisorio y demás piezas procesales del presente trámite.  
SEGUNDO: DECRETAR de oficio las pruebas relacionadas en la parte considerativa de esta providencia, para lo cual, la Secretaría General del Consejo de Estado solicitará a la E.PS. Coomeva – En Liquidación y a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Santa Marta, que aporte los informes y documentos requeridos, en el término de (3) días contados a partir del recibo de la notificación. 
TERCERO: ORDENAR a la Secretaría General de esta Corporación que otorgue reserva a los documentos que, con ocasión de lo aquí dispuesto, remitan la E.PS. Coomeva – En Liquidación y la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Santa Marta.
CUARTO: ORDENAR a la Secretaría General de esta Corporación que notifique el presente proveído a las partes, intervinientes y autoridades requeridas, de la forma más expedita posible.  
La Secretaría General solamente devolverá el expediente al Despacho, una vez se haya efectivamente notificado a los sujetos procesales y autoridades requeridas. 
QUINTO: COMUNICAR a las partes y a los vinculados que podrán presentar informes sobre los hechos en que se sustenta la presente acción, en el término de tres (3) días contados a partir del recibo de la notificación. Estos se considerarán rendidos bajo juramento (artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 1991).
SEXTO: SUSPENDER los términos de la presente acción constitucional, hasta tanto se dé cumplimiento a las órdenes impartidas en esta providencia y el expediente regrese al Despacho desde la Secretaría General.
Notifíquese y Cúmplase, 
JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Magistrado
� Archivo electrónico identificado con certificado: 62A6F80C1FCC971C 15404F8D39F9C905 ABDA3BD67A341A95 0A8158B8F307885D.


� Corte Constitucional, sentencias T-760 de 2008, T-819 de 2003 y T-846 de 2006. 


� Corte Constitucional, sentencias T-131 de 2007.


� Corte Constitucional. Sentencia SU-768 de 2014.


� Decreto 2591 de 1991. Artículo 32º


� Sentencia T-661 de 2014 “Los jueces tienen la obligación de notificar sus decisiones jurisdiccionales tanto a las partes del proceso como a los terceros con interés. “En distintas oportunidades, este tribunal ha hecho énfasis en la necesidad de notificar a todas las personas directamente interesadas, partes y terceros con interés, tanto la iniciación del trámite que se origina con la instauración de la acción de tutela, como la decisión que por esa causa deba adoptarse, pues ello se constituye en una garantía del derecho al debido proceso, el cual, por expresa disposición constitucional, aplica a todo tipo de actuaciones judiciales o administrativas (C.P. art. 29)”. Es importante resaltar que el carácter sumario e informal de la acción de tutela no releva al juez de la obligación de notificar las decisiones que adopta en un proceso judicial, toda vez que ese deber tiene la finalidad de garantizar principios constitucionales”.
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